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Acta No. 563 de octubre 27 de 2017
  



Decide la Sala la acción de tutela de la referencia, propuesta por Carlos Arturo Gómez Cano, contra el Juzgado Segundo de Familia local y Libia Cardona López.
ANTECEDENTES

Carlos Arturo Gómez Cano, quien actúa en su propio nombre, presentó acción de tutela por la presunta violación de los derechos que relacionó como “Dignidad Humana; igualdad; debido proceso, protección de persona de la tercera edad; vida; salud y mínimo vital”.
Expresó que el 3 de agosto de 2003 contrajo matrimonio civil con Libia Cardona López; desde el año 2015 ha sido atendido por por problemas psiquiátricos y medicado con trazodona, alprazolam y sertralina; el primer medicamento tiene algunas advertencias y efectos secundarios por tratarse de un antidepresivo que ingiere a diario e influye en su forma de pensar; entre los años 2015 y 2016 fue objeto de violencia intrafamiliar por parte de su cónyuge, quien lo lanzó a la calle sin tener en cuenta su edad, 74 años,  su estado de salud, y su detrimento económico, por no poder estar al frente de sus negocios en píe con la misma rigurosidad con la que lo hacía. Ello condujo a solicitar una medida de protección ante la Comisaría de Familia Sector Suroccidental y precipitó la demanda de divorcio que fue asignada al Juzgado Segundo de Familia de esta ciudad, con el número de radicado 66001311000220160025500; la pretensión de divorcio se apoyó en las causales 2 y 3 del artículo 54 del Código Civil y solicitó alimentos en su favor, que fueron concedidos. 

Agregó que fue demandado en reconvención, con el argumento de que su enfermedad viene de tiempo atrás y afectó la convivencia marital; además, porque padece una enfermedad venérea, sin que ello sea cierto; se solicitó la suspensión de la cuota alimentaria, a lo que se accedió el despacho. Luego, el 20 de septiembre de 2017, se llevó a cabo la audiencia dentro del proceso de divorcio, en la que el Juez incitó a la conciliación para solucionar las diferencias, aun cuando conocía de su estado de salud, ya que en el expediente reposaba su historia clínica que dejaba en evidencia que su tratamiento no lo deja actuar con lucidez, ni con pleno conocimiento; allí aceptó el acuerdo, por los efectos secundarios de su tratamiento médico, pero al conocer el fallo de manera detallada, en un momento de lucidez personal y emocional, solo a la fecha percibe que en su numeral 2º, entre otros aspectos, se estableció que “no se deberán alimentos entre ellos”, y como carece de capacidad económica para su subsistencia, esa resolución lo deja sin sustento alguno.

Terminó señalando que el 14 de marzo de 2017 fue calificado por un profesional médico y cirujano, especialista en Gerencia de Salud Ocupacional de la Universidad Tecnológica de Pereira, quien le determinó una pérdida de capacidad laboral del 59,19%, y su condición de salud ha venido en deterioro.
Pidió, en consecuencia, el amparo de los derechos invocados y que se ordene revocar, en lo pertinente, la audiencia señalada y se disponga la celebración de una nueva, con el fin de que se concrete su derecho a los alimentos, o se ordenen a su favor y contra la señora Libia Cardona López.
Con auto del 17 de octubre se le dio impulso a la acción.
El titular del despacho accionado remitió los documentos solicitados; señaló que en la audiencia fue decretado el divorcio pretendido y se aprobó la conciliación entre las partes, con la presencia de sus abogados, sin que hubiere existido coacción alguna por los intervinientes y menos de su parte; el acuerdo fue libre y voluntario, como se colige del acta de audiencia y del video mismo.
Libia Cardona se pronunció sobre los hechos del libelo y se opuso a lo pretendido, pues el accionante quiere beneficiarse de situaciones médicas para manifestar que se le ha violado el debido proceso, cuando siempre estuvo asesorado y representado por su abogado de confianza, fue él quien promovió el divorcio y en el trámite se demostró su capacidad económica. pecuniaria que tenía.
CONSIDERACIONES

  



La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.
Se acude en esta oportunidad en procura de la protección de los derechos arriba señalados, por cuanto se aduce que el Juzgado accionado resolvió, dentro del proceso de divorcio del que es parte, aceptar la conciliación a la que se llegó, dejando establecido que entre los divorciados no se deberían alimentos, pero esta específica decisión va en contra de sus intereses, ya que por sus condiciones de salud, edad y económicas, se halla sin sustento alguno. Y aunque aceptó tal resolución, en ese momento, atendiendo el tratamiento farmacológico que lleva, le fue imposible percatarse de tal situación.
  



Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia T-537 de 2017, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a que (i) el asunto tenga relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que la irregularidad procesal tenga incidencia en la decisión de fondo; (v) que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y los hechos hayan sido cuestionados dentro del proceso; y (vi) que el fallo censurado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental, y (iv) fáctico; así como en (v) el error inducido, (vi) la decisión sin motivación; (vii) la violación directa de la Constitución; y (viii) el desconocimiento de precedentes.     
De frente a ese derrotero, para la Sala, la solicitud de amparo del accionante se torna improcedente. Así se afirma, porque acorde con lo que señala el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, por medio del cual se reglamenta la acción de tutela, esta no puede abrirse paso “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante.”


 

Y es que, en relación con la puntual queja, es claro que el Juzgado se pronunció expresamente sobre ello en la audiencia del 20 de septiembre de 2017, prevalido del acuerdo al que llegaron las partes para zanjar las diferencias puestas a consideración de la judicatura, en el que se dejó consignado que entre los litigantes no se deberían alimentos. El funcionario, antes de proferir la decisión, de manera expresa interrogó a las partes si los términos en que se iba a aprobar la conciliación, correspondían a la realidad, y ambas, de viva voz, como se escucha en el audio (f. 109), asintieron, incluido el ahora accionante. 
  



E inmediatamente dictó el fallo pertinente, inquirió a los abogados asistentes, si contra su decisión había algún reparo, y estos, ninguna advertencia, oposición  o recurso elevaron contra la determinación adoptada. 
   



Es decir, que se desaprovechó la oportunidad procesal con la que se contaba para controvertir esa específica cuestión, mediante el agotamiento del ordinario recurso de apelación, como medio idóneo y natural para lograr el quiebre de lo resuelto, echando al olvido que esta acción, por su naturaleza, es residual, y solo cabe cuando se ha hecho uso de todas las herramientas con que las partes cuentan en el proceso y ellas han sido infructuosas, pues no se erige en una instancia adicional. 
 



Ahora bien, no es suficiente apoyo para esta queja, el hecho de que el demandante esté sometido a un tratamiento médico, para soslayar el requisito de procedibilidad anunciado, por cuanto ninguna lesión a su derecho de defensa se advierte en el trámite del proceso, menos, cuando estuvo asistido al momento de la decisión que reprocha, por mandatario judicial; y él mismo estuvo allí presente, sin que se requiriera del funcionario que, para efectos de aceptar la conciliación analizara su situación particular, en lo relacionado con los alimentos. Todo lo contrario, lo que convinieron los cónyuges fue que cada uno atendería su subsistencia. Es decir, que en ningún momento se hizo manifiesta una situación de incapacidad de su parte que impidiera darle curso al convenio logrado. 

  



Esto, sin perder de vista que entre los documentos allegados al proceso de divorcio reposaba una calificación de su pérdida de capacidad laboral, que, por supuesto, no converge necesariamente en su pérdida de capacidad de discernimiento para comprender los términos de una conciliación. En todo caso, se trataba de un elemento de prueba que, por la forma anticipada en que concluyó el trámite, no pudo ser valorada por el juzgado, y que provenía, bueno es decirlo, de un médico particular, no de la junta de calificación de invalidez, o de la EPS o ARL a la que pudiera estar afiliado. 

   



Por otro lado, si la conciliación viene anclada en un principio de legalidad, su declaratoria de nulidad, que es lo que a la postre pretende el demandante, tiene que darse por la vía del proceso verbal ante el juez competente, al que se le demuestre que se incurrió en un vicio capaz de invalidar los términos de la misma y, consecuentemente, la sentencia que le impartió aprobación, que por el silencio de las partes, causó ejecutoria. 

  



En consecuencia, se declarará improcedente el amparo deprecado. 

    


   
DECISIÓN

  


  
En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,  DECLARA IMPROCEDENTE el amparo impetrado por Carlos Arturo Gómez Cano, contra el Juzgado Segundo de Familia local.
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente. 
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  
          DUBERNEY GRISALES HERRERA 
� 	Sentencia C-543-92
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